Evaluación de desempeño.

Declaración Final.

Los Presidentes de las Cortes Supremas y Tribunales Supremos de Justicia de Iberoamérica, así como los representantes de los Consejos de la Judicatura iberoamericanos, presentes todos ellos en esta VIII Cumbre y IV Encuentro,

Considerando: Que  la evaluación del desempeño ha de ser concebida como un sistema de mejora de la actividad judicial contemplada en su conjunto asì como en el desempeño de cada uno de sus operadores y de apoyo al trabajo del juez, que contribuya a fortalecer la eficiencia, eficacia y calidad de la administración de justicia.

Considerando: Que el Sistema Judicial de  cada Estado debe  procurar diseñar un sistema de evaluación de desempeño -transparente y con vocación de públicidad- que mejor se adecue a las pautas normativas y sociales contemplando la realidad e idiosincrasia nacionales; distinguiéndose quienes cumplan funciones jurisdiccionales de quienes brindan apoyo técnico a los jueces y de los auxiliares administrativos, asumiendo el compromiso de implementarlo. 

Aprobamos las siguientes:

DECLARACIONES

PRIMERA: 

Los indicadores cuantitativos resultan esenciales para ponderar las circunstancias en que se prestan las funciones, las necesidades existentes y, por  consiguiente, apreciar el rendimiento de cada sujeto evaluado, dentro del marco de su categoría y actividades concretas.

En el ámbito cuantitativo, recomendamos que las pautas sobre las cuales se erija el régimen, consistieran fundamentalmente en:

· Empleo de método comparativo en función de parámetros claramente determinados, relativos al volumen y a la naturaleza de las causas y de las tareas de los evaluados en relación con las mismas, y a las demás exigencias normativas y de eficacia pertinentes.

· Cotejo de las tareas evaluadas con promedios generales de rendimiento de categoría de tribunales (número de actuaciones cumplidas en determinados lapsos, duración de los procesos con discriminación del tiempo insumido por cada etapa y labor,  y precisión  la incidencia de factores externos). 

SEGUNDA:

Los indicadores cualitativos habilitan contemplar las particularidades de cada sujeto y labor, así como atender a la naturaleza misma de la función jurisdiccional cuyos titulares, auxiliares técnicos y administrativos son los evaluados; pues estos factores  tornan viable conocer la calidad de los servicios prestados, calificarla y propender a su mejora mediante la adopción de los instrumentos adecuados (por ejemplo selección, capacitación, sistemas de apoyo, previsiones normativas y de organización).

En el área cualitativa, recomendamos que las pautas aplicables se refieran fundamentalmente a los siguientes aspectos:

· Capacitación permanente en la función, distinguiéndose la proveniente del propio sistema judicial, de la obtenida en instituciones externas.

· Evaluación integral por parte de los órganos superiores, jurisdiccionales o administrativos según corresponda; con determinación precisa de los aspectos  tomados en cuenta para dicha evaluación.

· Evaluación proveniente de sujetos ajenos al sistema judicial con definición previa de los elementos a considerar y procedimientos aplicables.

TERCERA:

Los órganos evaluadores deben ser designados por  la autoridad competente del sistema judicial y provenir de sus cuadros, sin perjuicio de  la posibilidad de apoyo de operadores ajenos al Poder Judicial. Ello garantiza la independencia de los  evaluadores en el cumplimiento de sus cometidos y la confianza de los evaluados en que su labor será examinada con mayor comprensión y profundidad por quienes reúnen  conocimiento y experiencia en el ejercicio de similar función . Asimismo, la posibilidad de control por otros operadores del sistema, pero ajenos al Poder Judicial, objetiviza la instancia evaluatoria, proporciona la visión del justiciable y aporta transparencia al resultado de la evaluación. 

CUARTA:

La evaluación de desempeño comprende: jueces, funcionarios técnicos, y auxiliares administrativos. Sin perjuicio de que cada Estado adopte la solución apropiada a su realidad nacional e institucional.  

La evaluación deberá efectuarse, con una periodicidad no inferior a la anual para asegurar la permanencia y regularidad del método como forma de sostener políticas generales adecuadas, que también atiendan las circunstancia particulares de los sujetos evaluados

QUINTA:

Los resultados de la evaluación traerán  aparejadas para los sujetos evaluados, consecuencias positivas (tales como ascensos o incentivos) o negativas (por ejemplo: necesidad de capacitación , postergación funcional y eventualmente consecuencias disciplinarias).  Dichos resultados podrán ser difundidos públicamente conforme a la normativa interna de cada país.

SEXTA:

El procedimiento de evaluación deberá adecuarse a los principios y garantías mínimos que se establece a continuación:

· Predeterminación de los ítems evaluables y de su valoración respectiva.

· Fijación de parámetros de evaluación positiva.

· Predeterminación de las consecuencias de la evaluación satisfactoria y de la insatisfactoria.

· Publicidad ínsita en  todo ‘debido proceso’.

· Recurribilidad en vía administrativa y/o jurisdiccional de conformidad con cada régimen jurídico.

SÉPTIMO.

Los Sistemas Judiciales de cada Estado asumen el compromiso de implementar un sistema de evaluación  del desempeño que se adecue a las pautas precedentes.

Para la materialización de las precedentes declaraciones, asumimos el compromiso de ejecutar la siguiente 

ACCION:

Elaborar una guía iberoamericana de la evaluación del desempeño, que aspire a constituirse en referente iberoamericano en la materia, instrumento favorecedor de la aproximación de nuestros respectivos sistemas y del mejoramiento de cada uno de los sistemas nacionales de evaluación del desempeño.
